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EXPEDIENTE ARBITRAJE Nº  AR – 08/2016
MODALIDAD:  EQUIDAD
DEMANDANTES.-  XXXXX
DEMANDADA.-  XXXXX
LAUDO 01 / 2017

     En Cuenca, a diecisiete de abril de dos mil diecisiete
Justo Juan Pliego Romero, colegiado nº 2.696 del Ilustre Colegio de Abogados de Ciudad Real, con domicilio a efectos de notificaciones en la sede de la Dirección General de Trabajo, Formación y Seguridad Laboral en la localidad de Toledo, Avenida de Irlanda, número 14, provisto con D.N.I. nº 52.139.382-S, habiendo sido nombrado  Árbitro Único en el expediente número  AR – 08/2016, en virtud de Resolución de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, después de tener en consideración las alegaciones manifestadas y una vez examinada la prueba aportada, procedo a dirimir en Equidad las cuestiones que me han sido planteadas por las partes, exponiendo a continuación los siguientes 

ANTECEDENTES
I.-  PRETENSIONES DE XXXXX
XXXX, colegiado nº XXX del ICA de XXXX, actuando en representación de la socia XXXX, con D.N.I. nº XXXX, por escritura otorgada ante la Notaria de XXXX con el número XXX de su protocolo, estando legitimada activamente en este procedimiento, dada su condición de socia de la cooperativa XXXXX, en su escrito inicial de fecha 23 de noviembre de 2016 de solicitud de arbitraje en la modalidad de Equidad, que dio lugar en su conjunto al presente expediente arbitral, se plantearon las cuestiones que sucintamente se exponen a continuación:

PRIMERO.-  Que de inicio la demandante alegó la "caducidad/prescripción de la posible sanción", al señalar que la declaración de cosecha vitícola se produce en el mes de noviembre de cada año, aun cuando la cosecha se lleva a cabo en los meses de septiembre y/o octubre de cada año agrícola, en concreto y referido a los concretos hechos de este procedimiento, en el mes de noviembre de 2014 la cooperativa demandada tenía pleno conocimiento de que la socia actora no había entregado uva a la cooperativa XXXXXX.

En base a la datación de hechos establecida en el párrafo anterior, y a los plazos de prescripción de las faltas establecida en el artículo 19.2 de los Estatutos, junto a la caducidad prevista para los procedimientos sancionadores - invocando también el artículo 37.2 de la vigente Ley 11/2010 de Cooperativas de Castilla-La Mancha -, la actora deduce que habiendo sido iniciado el expediente sancionador en fecha 29 de julio de 2015 se le podía haber notificado a la parte como máximo en fecha 29 de noviembre de 2015, sin embargo la notificación se produce en fecha 14 de diciembre de 2015, conllevado la prescripción de la infracción.
SEGUNDO.-    Se señala en ese mismo escrito de demanda, que la cooperativa en escrito de fecha 29 de julio de 2015 comunica el acuerdo de iniciación de expediente sancionador, por la presunta comisión de una falta muy grave, por la no participación de la socia demandante en la actividad cooperativizada en la campaña 2014/2015, en la cosecha recogida entre los meses de septiembre y octubre de 2014.

Ante este expediente, la actora alegó de contrario por escrito de fecha 12 de agosto de 2015, aportando pruebas de la imposibilidad de aportar uva, a lo que la cooperativa requirió nueva documentación en fecha 16 de octubre de 2015, dándole cumplimiento en fecha 27 de octubre de 2015.

TERCERO.-   Igualmente, la demandante reconoció en su escrito de demanda que no realizó entrega alguna de uva en la vendimia 2014, pero alegando la falta de intencionalidad, puesto como señala en su tenor literal la actora en su escrito" (...)  puesto que la no entrega de uva se produce a consecuencia de un siniestro, como es el pedrisco sufrido en mi explotación", por lo que no sólo faltaba la voluntad de incumplir por la socia, sino una evidente imposibilidad fáctica para hacer entrega de uva alguna a la cooperativa.

Habiendo impugnado la demandante la sanción pecuniaria impuesta por el Consejo Rector, en fecha 29 de Julio de 2016, en cuantía de 1.201,00 €, fue desestimado su recurso por acuerdo de la Asamblea General de fecha 31 de marzo de 2016.
CUARTO.-  La demandante como conclusión de su escrito de inicio, solicitó de este Árbitro que declarara en su laudo de forma expresa: "Que se anule y deje sin efecto el acuerdo de la Asamblea General de 31 de Marzo de 2016 sobre el expediente sancionador XXXX seguido contra XXXXXX."
II.- CONTESTACIÓN DE LA COOPERATIVA XXXXX
Por su parte, la  Cooperativa XXXXXX con domicilio social en la localidad de XXXXX, provista de C.I.F. nº XXXX y actuando en calidad de representante ante este procedimiento, el letrado del ICA de XXXXX, Don XXXXXX, colegiado nº XXX, por escritura otorgada ante la Notaria de XXXXX, por parte del presidente de la sociedad, D. XXXXX, con DNI nº XXXX;       oponiéndose ante el Consejo Regional de Economía Social mediante escrito de aceptación y contestación de fecha 27 de diciembre de 2016, en el que se plantearon de contrario los siguientes argumentos que se resumen a continuación.

PRIMERO.-   Por la representación de la cooperativa demandada, se formularon de inicio en su escrito de fecha 27 de diciembre de 2016 diversas  EXCEPCIONES  respecto del procedimiento en base a los siguientes argumentos: i) imposibilidad de proseguir el procedimiento arbitral, al ejercitar la acción contra un acuerdo de Asamblea General, ya que considera debería haberse solicitado bajo modalidad en Derecho y no en Equidad, siendo incompatible ésta con el suplico de la demanda, por cuanto se debe alegar la concreta infracción de un precepto jurídico; ii) falta de claridad o precisión en la determinación de la solicitud, por exponer la demandada que no se ha establecido ni el precepto que se habría infringido en la Asamblea General, tampoco si el acuerdo era nulo o anulable o, en su caso, qué perjuicio se podría haber causado a los socios; y iii) la caducidad de la acción por el transcurso de un mes para impugnar el acuerdo asambleario en vía jurisdiccional o arbitral, máxime cuando se recurrió inicialmente ante el Juzgado Mixto Nº 2 y Mercantil de los de Cuenca en el procedimiento ordinario XXXXX, y que por auto fue notificado a las partes la estimación de la declinatoria formulada en fecha 14 de octubre de 2016, y la demanda arbitral tiene fecha del entrada del 24 de noviembre de 2016, habiendo transcurrido más de un mes.
SEGUNDO.-   A la vista de las excepciones planteadas por la actora y ex socia, la cooperativa contestó lo siguiente:
a) Se opuso la demandada al plazo señalado de noviembre para haber efectuado la declaración de cosecha, al efecto de determinar el inicio del cómputo de los plazos de prescripción/caducidad alegada, dado que el plazo máximo fijado por los órganos de agricultura permiten realizar esa declaración hasta el día 10 de diciembre de cada año.
b) Que respecto a la prescripción de las conductas calificadas como faltas muy graves en la norma estatutaria, su plazo se establece en un período de doce meses, y realizando el cómputo de los plazos se fija que desde diciembre de 2015 hasta la incoación del expediente sancionador el 29 de julio de 2016 habrían transcurrido ocho meses, interrumpiéndose el plazo por aquél, y dictada la resolución en fecha 27 de noviembre de 2016, no habría transcurrido el plazo de cuatro meses para la caducidad del expediente, ni tampoco la prescripción invocada.
TERCERO.-   Tras formular las anteriores excepciones y oponerse a las expuestas de contrario, la demandada pasó a detallar su contestación a la demanda de inicio sobre varios hechos:
a) La demandante no entregó en la Campaña 2014/2015 ningún kilo de uva a la cooperativa XXXX, teniendo XXXXX un "cupo" o "envase" obligatorio comprometido con la entidad de 25.000 kgs. de uva.

b) Que en las propias alegaciones frente al expediente sancionador, la actora reconoce que tuvo producción de uva a pesar de la merma por el pedrisco, y que decidió no hacer entrega de la cosecha a la cooperativa.
c) La actora es titular de otras explotaciones agrarias, distintas a las siniestradas, en las que se ha cosechado con total normalidad.

d) La negativa reiterada de la demandante a hacer entrega a la cooperativa de su declaración de cosecha de la referida campaña 2014/2015, que es documento fehaciente de que se haya vendido o no uva a terceros, al recoger la totalidad de producción de la titular.
CUARTO.-    Con respecto a la cosecha, concluye la cooperativa que ha podido existir una merma en calidad y cantidad de la uva en la campaña referida, pero en ningún caso una pérdida total de la cosecha, por lo que no existiría causa justificativa que le impidiera a la ex socia haber llevado kilo alguno de uva a la demandada XXXXX.
QUINTO.-   Se destaca por la cooperativa demandada, en cuanto a sus fundamentos jurídicos, que ni existe ni se ha acreditado que el acuerdo de la Asamblea impugnado adolezca de infracción alguna. Aduce además que por parte del Consejo Rector se ha impuesto la sanción en la cuantía mínima de las previstas en los Estatutos para estas conductas.

Y ante las alegaciones respecto al hecho de que la cooperativa habría limitado su perjuicio, por haber vendido el envase de la demandante a terceros, señaló que el menoscabo se causa no sólo por la falta de cosecha como perjuicio directo, sino además por la no participación de la socia en los gastos generales de elaboración y mantenimiento de las instalaciones, no colaborando en las amortizaciones y en inversiones pendientes.

SEXTO.-  Finalizó su escrito de contestación la cooperativa demandada  solicitando del Árbitro que dictara Laudo desestimando íntegramente el escrito de demanda formulado por la demandante.

III.- VISTA PRELIMINAR Y MEDIOS DE PRUEBA PRACTICADOS

Se celebró la vista preliminar de manera simultánea con la vista definitiva en este procedimiento arbitral en fecha 27 de enero de 2017, habiendo sido así acordado por el Árbitro – y no habiéndose opuesto las partes en el procedimiento -,  al amparo de las facultades a aquel conferidas por el artículo 26 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social  (DOCM  Nº 214 de 02/06/2006)  – en adelante se designa en este Laudo como el Reglamento -, que determina que “los árbitros, con sometimiento al presente Decreto, ordenarán el procedimiento arbitral con libertad para practicar cuantas diligencias consideren necesarias, aunque no les hubiesen sido solicitadas por las partes”, otorgándoles al tiempo el citado precepto a este órgano la facultad de impulsar el procedimiento con el fin de agilizar el paso de una fase a otra.

Dicha unificación de fases se fundamenta en la aplicación de lo previsto en el artículo 4 del Reglamento, que establece como principios rectores del procedimiento arbitral los de economía procesal, agilidad, igualdad entre las partes y gratuidad, dando así contenido efectivo al arbitraje como medio para la resolución extrajudicial de conflictos
Tanto la citada vista preliminar como la vista definitiva se celebraron conjuntamente en la sede de la Dirección Provincial de la Consejería de Economía, Empresas y Empleo de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha en la localidad de Cuenca, sita en Parque San Julián, número 13, de la ciudad de Cuenca para fijar los términos de la cuestión litigiosa del presente procedimiento de arbitraje, en su modalidad de Equidad, de conformidad con el artículo 22.2 del Reglamento.

Tuvo lugar dicho acto con la presencia del representante de la demandante, en la persona del letrado XXXXX, con DNI nº XXXX; así como de la parte demandada, la Cooperativa XXXXX,  representada en este acto por su presidente a la fecha de la vista  XXXXXX, con DNI nº XXXX, junto con el letrado de la entidad XXXXX, con DNI nº XXXXX.
Dando inicio a la vista preliminar, se concedió en primer lugar la palabra a la parte demandante, la cual ratificó íntegramente en este acto su escrito de solicitud de arbitraje, fijando así el objeto de su petición. A continuación, se dio traslado a la entidad XXXXX, la cual procedió a ratificar en todos sus términos lo establecido en el escrito de contestación aportado. De igual manera, ambas partes en el procedimiento, con carácter previo reiteraron las excepciones planteadas en sus escritos, siendo objeto de oposición por las partes respectivas, decretando el Árbitro en el ejercicio de sus funciones que la resolución sobre dichas excepciones tendría carácter previo dentro del laudo arbitral.
Al amparo del artículo 24 del Decreto 72/2006 se abrió el período de propuesta de medios de prueba, de forma que la parte demandante solicitó que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados por aquel y que constan en el expediente.
De contrario, la representación de la cooperativa XXXXXX solicitó de éste órgano igualmente que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados ya por esta cooperativa, renunciando de forma expresa a su solicitud de interrogatorio de la socia demandante doña María Alarcón López, para al tiempo aportar nueva documentación que fue admitida en el procedimiento, consistente en:

· Escrito de la cooperativa de fecha 18 de septiembre de 2015 en el que se contestaba a la demandante respecto a la documentación solicitada por ella ante la sociedad.
· Escrito de la cooperativa de fecha 16 de octubre de 2015, por el que dentro del expediente sancionador se solicitaba de la socia la aportación de diversa documentación (solicitud PAC 2015, registro vitícola, declaración de cosecha de las dos últimas campañas,...)
Teniéndose entonces por concluida esta vista preliminar, para a continuación decretarse con carácter inmediato la celebración en un único acto de la vista para la práctica de los medios de prueba solicitados y presentación de conclusiones.
IV.- VISTA PARA CONCLUSIONES
Finalizada la práctica de los medios de prueba, ambas partes expusieron sus conclusiones provisionales, ratificando las ya incorporadas en sus respectivos escritos de demanda y de contestación.


Con posterioridad, y a la vista de los medios de prueba que a este órgano se le había solicitado, como diligencia final por la cooperativa en su calidad de parte demandada, para que la actora aportase en el plazo de diez día hábiles certificación de los órganos competentes de la consejería de Agricultura, bien respecto de la declaración de cosecha de uva en el ejercicio 2014 o bien, el supuesto de inexistencia o entrega de la misma con cero kilos de uva:


Habiendo solicitado el letrado de la actora en fecha 07 de febrero de 2017 la referida certificación, comunicó a este órgano arbitral que no se le había remitido  en plazo, por lo que tras las oportunas gestiones se aportó al procedimiento certificación emitida por XXXXXX, como XXXXX de la Dirección Provincial de Agricultura de XXXX, en fecha 15 de febrero de 2017, con registro de salida nº XXXXX, en la que adjuntaba al tiempo las declaraciones de cosecha correspondientes al ejercicio 2014 cuya titularidad son de XXXXXX.
A la vista de los antecedentes expuestos, aún cuando al ser arbitraje de equidad no son preceptivos fundamentos jurídicos, el Árbitro que suscribe considera de necesaria inclusión los siguientes
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-    Sobre la competencia arbitral
El Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha se haya facultado para el conocimiento del presente arbitraje, en virtud de las funciones que le atribuye el artículo 167 de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha.


Esta potestad para desempeñar funciones arbitrales, prevista en la legislación cooperativa autonómica, se reconoce bajo la figura del arbitraje institucional establecida en el artículo 14 de la Ley de Arbitraje, fijándose en el apartado segundo del citado precepto que se ejercerán dichas funciones conforme a sus propios reglamentos.


Se ha procedido en el presente arbitraje conforme a lo establecido en el Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social. Asimismo, se ha observado lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de de diciembre, de Arbitraje - modificada por la Ley 11/2011 de 20 de mayo -, de aplicación supletoria según lo dispuesto en la disposición adicional única del Decreto 72/2006.

SEGUNDO.-    Sobre el Convenio Arbitral y la modalidad de arbitraje
La demandante solicitó la celebración del presente arbitraje ante el Consejo Regional de Economía Social en su escrito de fecha 23 de noviembre de 2016, petición que se fundamenta en la cláusula de sumisión arbitral establecida en la disposición final de los Estatutos de la sociedad cooperativa ante este órgano de la economía social y de conformidad con lo recogido en el apartado primero, letra a) del artículo 16 del Reglamento. 

De igual manera, la cooperativa demandada se sometió expresamente en su escrito de contestación al arbitraje solicitado, aunque requirió de este órgano que debió ajustarse su tramitación y resolución a la modalidad en Derecho.


No es injustificado recordar en este punto, que la facultad de decidir si el arbitraje es de equidad o de Derecho no puede ser objeto de delegación en un tercero. Por ello, esta decisión no pude delegarse en una institución arbitral, como se pretende por la Cooperativa, ni en la aplicación de un reglamento institucional que atribuya dicha facultad a aquélla. Ello no obstante, la remisión de las partes a un reglamento, como ocurre en este caso en la citada vía estatutaria, el cual determina esa preferencia por la modalidad de equidad implica que la decisión de someter la controversia a la misma, no recae en el Árbitro sino que ya ha sido perfectamente determinado por las partes a través de la aplicación de dicha norma reglamentaria, que se ampara en la cláusula de sumisión arbitral.

Debemos finalmente recordar en esta cuestión a la cooperativa demandada, que la elección de la modalidad en equidad se justifica en que la de Derecho viene reconocida como excepcional en el artículo 15 del Reglamento, requiriendo previo acuerdo expreso de las partes en el uso de dicha clase de arbitraje, frente a la opción expresa que la parte actora estableció por la modalidad de equidad, sin perjuicio del carácter ordinario que se establece para el de Derecho en la normativa estatal, en concreto en el artículo 34.1 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.

TERCERO.-  Fundamento del arbitraje de equidad.
El Tribunal Constitucional, en su Sentencia 174/1995 de 23 de noviembre, mantiene que el arbitraje es un medio para la solución de conflictos basado en la autonomía de la voluntad de las partes y supone una renuncia a la jurisdicción estatal por la del árbitro, siendo así un equivalente jurisdiccional que resulta compatible, en principio, con la Constitución. Como consecuencia más inmediata de dicha doctrina es el reconocimiento respecto de que los árbitros prestan también tutela efectiva de los derechos e intereses legítimos en el sentido del artículo 24.1 de nuestra Constitución, ya que su actividad conduce a la creación de un título ejecutivo con eficacia similar a la sentencia judicial.

Para alcanzar el verdadero significado y expresión de los límites y facultades que tienen cabida dentro del arbitraje de equidad, este órgano arbitral considera necesario establecer los criterios que desde la doctrina y jurisprudencia de nuestros Tribunales definen a esta figura jurídica.

Desde la perspectiva constitucional se fija entre otras resoluciones por el Tribunal Constitucional, Sentencia de la Sala 2ª de 16 de marzo de 1988, en el que señala que “la  función que cumple el arbitraje de equidad es la de constituir una vía de solución de conflictos mediante la decisión de terceros a los que se otorga un amplio margen de ponderación de las circunstancias de las actitudes según su leal saber y entender, flexibilidad ésta de ponderación que separa el juicio de equidad del basado en Derecho estricto y que lleva a concebir el objeto de la controversia como un todo orgánico”; de manera que los árbitros tienen la posibilidad de ponderar, calibrar, graduar y atemperar la solución que estimen procedente, buscando así soluciones intermedias entre las posiciones máximas de las partes. 

En especial, si el árbitro de equidad es licenciado en Derecho nada le impide, si así lo quiere hacer, aplicar las normas legales – sea directamente, o por analogía, o mediante las cláusulas de abuso de derecho y fraude de ley -, en su caso mediante moderación equitativa de las normas y sólo en ausencia absoluta de ellas decidir según equidad, a lo que le faculta el convenio arbitral, del mismo modo que una norma legal expresa ha de facultar al Juez a decidir de manera exclusiva en equidad (artículo 3.2 Código Civil).


Estamos ante un proceso especial, ajeno a la jurisdicción ordinaria con simplicidad de formas procesales y uso de arbitrio en el de equidad, sin necesidad de motivación jurídica, aunque dando a las partes la oportunidad adecuada de ser oídas y de presentar las pruebas que estimen necesarias. Siendo de aplicación los principios de igualdad ante las partes, audiencia, contradicción y flexibilidad, que se recogen en el artículo 4 del Reglamento y en el artículo 24 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.


Por lo ya afirmado, el Tribunal Supremo en las resoluciones de la Sala de lo Civil define el arbitraje de equidad – STS 22 de junio de 2009, recogiendo otras como la STS de 30 de mayo de 1987 y las SSTS de 8 y 20 de noviembre de 1985 -, como aquel en el que los laudos no deben desconocer o contravenir las normas de Derecho positivo, pero que fundamentalmente deben atenerse a criterios de justicia material fundados en principios y premisas que sirvan para fundar la argumentación del laudo, de manera que cuando es un arbitraje de equidad resulta especialmente relevante la justicia del resultado obtenido y su coherencia con los principios que le son de aplicación al caso.

 Así también se recoge por otros órganos jurisdiccionales como la SAP Castellón de 11 de diciembre de 2008 -  y  más recientemente las SSAP Madrid de 30 de junio de 2010 y 30 de septiembre de 2010 -, que definen el arbitraje de equidad como aquel en que la resolución del conflicto interindividual de intereses se alcanza por los árbitros con arreglo a su leal saber y entender, sin necesidad de proceder a la aplicación de las normas jurídicas estatales, o de ámbito autonómico, como sucede en el presente caso. 

Finalmente, la STSJ de Galicia de 02 de mayo de 2012 concreta el sentido de este arbitraje en equidad, en el que se exige al efecto de su argumentación en la exposición de razones conforme a la experiencia, reglas lógicas, conocimientos científicos, así como los usos, los criterios éticos y de convivencia generalmente aceptados en cada sector de las relaciones sociales, y no a sujetarse únicamente a criterios jurídicos estrictos, a semejanza de una resolución judicial.
CUARTO.-  Sobre las excepciones planteadas por las partes procesales.
Este órgano arbitral, con carácter previo a valorar el fondo de la controversia planteada, y ante las excepciones alegadas de inicio, viene a resolver sobre las mismas, comenzando sobre la prescripción/caducidad por parte de la demandante, lo que conduciría, de estimarse, a la finalización del procedimiento.


Partiendo de una alegación en su escrito inicial, cuanto menos calificable como confusa en cuanto al pedimento objeto de solicitud por la parte actora, de si realmente se pretende alegar prescripción de la infracción o la caducidad en el procedimiento sancionador, mezclando ambas instituciones, pero que a la vista de la conducta observada por la demandante en el presente procedimiento, merece una decisión ponderada dentro del conjunto de acciones u omisiones de ésta.

Respecto de las excepciones formuladas por la cooperativa, en materia de solicitud de archivo por las indeterminación de objeto o la caducidad de la acción por el transcurso del plazo de un mes, no cabe por este Árbitro la admisión de las excepciones planteadas, por cuanto los procedimientos arbitrales son en esencia anti formalistas, más aun cuando se trata como en el presente caso de su tramitación bajo su modalidad de equidad.
Como ha declarado el Tribunal Constitucional, respecto del arbitraje de equidad   “constituye … uno de los supuestos a los que indirectamente se refiere el art. 3.2 Cc. Cuando… autoriza su uso de manera exclusiva en las resoluciones de los tribunales en el caso de que la Ley expresamente lo permita” (STC 43/1988, de 16 de marzo). La utilización de la equidad como elemento interpretativo no convierte el arbitraje de derecho en un arbitraje de equidad (SAP Madrid 14 septiembre 1990). En el arbitraje de equidad “los árbitros no tienen precisión de acomodarse al rigor de las reglas procesales o sustantivas establecidas por la Ley” (STS 14 julio 1986) sino que pueden “decidir con libertad de criterio y fundamentos y empleando fórmulas flexibles que escapan al control judicial, que ha de detenerse ante el fondo de lo resuelto por el árbitro dentro de su competencia”. La única limitación que tiene el árbitro en el arbitraje de equidad es que ha de motivar el laudo, a menos que las partes hayan convenido otra cosa (artículo 37.4 Ley de Arbitraje).

La modalidad bajo la que se dirime este procedimiento supone en cuanto a la obtención de una “solución” que, como ya se ha reflejado en el apartado anterior, debe analizar y definir el conflicto como una unidad. 
Por esa misma razón, en cuanto al examen de la cuestión como un "corpus unum" cabe desestimar las excepciones planteadas por la actora, cuya conducta en el procedimiento sancionador inicial y en el presente arbitral se encuentra sobradamente acreditada, ya que la documentación oficial de la consejería de Agricultura desmiente de plano tanto la falta de declaración de cosecha - documentos que obran en poder de la actora por su propia naturaleza, desde su presentación -, e igualmente desmienten la alegada inexistencia de cosecha de uva en la campaña 2014/2015.
Pero más concretamente, este órgano debe recordar a la actora que acerca de la interrupción de la prescripción, el artículo 37.2 in fine de la Ley de Cooperativas regional establece en este concreto punto que: "El plazo se interrumpe al incoarse el procedimiento sancionador y corre de nuevo si en el plazo de cuatro meses no se dicta y notifica la resolución."; es decir; interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del procedimiento de naturaleza sancionadora, reanudándose el plazo de prescripción si el expediente sancionador no se dicta y  notifica la resolución en el plazo de cuatro meses, pero en todo caso "correría de nuevo", no retrotrayendo al plazo inicial de doce meses, sin otros efectos favorables al presunto infractor.
Y considerando que se ha requerido de forma reiterada a la demandante - como la documentación constata - para  la aportación de la declaración de cosecha del ejercicio 2014 dentro del expediente sancionador; que esa declaración no es de acceso público a la cooperativa, por tratarse de un documento entre terceros a ella; que era un documento en poder de la socia demandante desde su propia presentación ante los órganos de agricultura; y que la misma contradice los argumentos vertidos por la demandante en todos sus escritos, no puede favorecer en este punto esos retrasos injustificados a la parte que, de forma consciente y deliberada, los ha provocado en la resolución del expediente sancionador.

QUINTO.- Sobre la sanción impuesta por infracción muy grave.
La interposición de demandas en vía jurisdiccional y/o arbitral en materia cooperativa  han generado numerosa jurisprudencia de nuestros tribunales y pronunciamientos de los Árbitros en sus laudos, que obliga a éstos últimos - sujetos a los principios de contradicción y de igualdad entre la partes - a que no se puedan emplear criterios distintos a los que ya han incorporado en sus fundamentos jurídicos en controversias anteriores, y en base a la relevancia que en esta materia suponen como un elemento normativo y de interpretación.
Una vez que tanto la existencia de la sanción como la conducta que presuntamente la motivó son conocidas sin duda alguna por ambas partes, debe ser labor de este procedimiento verificar la adecuación de esa sanción en cuanto al procedimiento y conformidad a lo establecido en las normas legales y estatutarias de la Cooperativa.
La misma Ley 11/2010, en su artículo 38, letra a), señala que la facultad sancionadora es competencia indelegable del órgano de administración, en este caso el Consejo Rector, reservando a la Asamblea General (o al Comité de Recursos de existir dicho órgano) en la letra c) del mismo precepto únicamente el conocimiento y resolución de la impugnación de los acuerdos de sanción, sin perjuicio de su posterior recurso en vía jurisdiccional o cuasi jurisdiccional como sucede en el presente procedimiento arbitral.
Atribución competencial que se ratifica en el vigente artículo 20 de los Estatutos Sociales, que expresa respecto de la facultad de sancionar que es competencia indelegable del Consejo Rector, exigiéndose para ello, tanto para faltas leves, graves o muy graves, expediente instruido al efecto y con la audiencia al interesado.
Por lo expuesto, lo relevante y objeto del presente arbitraje es la resolución del Consejo Rector de fecha 27 de noviembre de 2015, por la que se impuso una sanción pecuniaria de MIL DOSCIENTOS UN EUROS (1.201,00 €) a la demandante, debiendo valorarse detalladamente si se llevado a cabo la previa tramitación del referido expediente, con las garantías que le son inherentes.

Para salvaguardar el principio de presunción de inocencia en la imposición de de sanciones societarias es preceptiva la tramitación de un expediente contradictorio cuando se imputen infracciones calificadas como graves o muy graves, tal como establecía el artículo 32.3 letra b) de la derogada Ley 20/2002, de 14 de noviembre y en el artículo 38 b) de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha – aunque también extensible a las leves, como en el presente caso - pero el Tribunal Constitucional faculta un control judicial, arbitral en el presente procedimiento, que debe limitarse a determinar si se han respetado todas las reglas de competencia y forma en el expediente sancionador y si existe o no base razonable para el acuerdo sancionador.
Otras sentencias de la denominada jurisprudencia menor delimitan aún más la labor de control a posteriori del poder disciplinario dentro de la persona jurídica, como la SAP Zaragoza de 4 de noviembre de 2011, al establecer que “el control judicial se produce cuando la dirección de la persona jurídica se aparta de su propia normativa o contraviene normas imperativas del ordenamiento jurídico o bien atenta a principios o derechos constitucionales…”
Todo ello, y siguiendo la misma línea argumental, obliga a este órgano arbitral a hacer un examen del respeto a las garantías constitucionales y legales que se deben amparar dentro de cualquier procedimiento sancionador - que se asimilan a las previstas para los procedimientos penales - cuando se dirige contra un socio, y cuyo incumplimiento o infracción nunca pueden ser defendibles o convalidados en base a un alegado poder de autoorganización que la persona jurídica ostenta o que se apruebe o ratifique la resolución sancionadora por la mayoría, o incluso cuando esta se dé con la unanimidad de sus miembros, en cualquiera de los distintos órganos sociales de una cooperativa, porque estaríamos en este caso ante la subversión del contenido del segundo principio cooperativo cuyo contenido es la Gestión democrática por parte de los socios. Este principio es uno de los más consubstanciales a la propia esencia de una sociedad cooperativa, pero no puede dar carta de naturaleza o validez jurídica alguna a posibles conductas arbitrarias de cualquier entidad cooperativa o de sus órganos sociales, contra si o contra sus socios o terceros.

Debemos ceñirnos entonces a que se respeten los principios constitucionales como el derecho a la tutela judicial efectiva en su artículo 24.1 CE, que es obligado poner en relación con el principio acusatorio, que si bien no aparece recogido de forma expresa en la Carta Magna; sin embargo, se encuentra íntimamente ligado con otros derechos fundamentales de forma genérica, y de forma específica, con el derecho de todo acusado a ser informado de forma detallada del motivo de la acusación, es decir, de los hechos materiales por los que se le acusa y sobre los que se basa la acusación y versa el juicio contradictorio en la vista oral, así como de la calificación jurídica atribuida a esos hechos, para poder hacer valer por el socio el principio de contradicción frente a los hechos que se le imputan.


A la vista de la nueva documentación obrante puede este órgano arbitral alcanzar diversas conclusiones:
a) Que ha existido un expediente contradictorio en el que la socia Dña. María Alarcón López ha podido en todo momento hacer valer sus derechos y alegar en su defensa aquéllos argumentos y hechos que ha creído pertinentes, garantizando la sociedad cooperativa su acceso al derecho de información.
b) Que a lo largo del expediente sancionador primero y en el arbitral tanto en su escrito inicial de demanda como en la vista posterior, la demandante no ha aportado la documentación que de manera incontestable puede justificar o no el motivo objeto de sanción societaria: la imposibilidad o no de aportar uva a la cooperativa XXXXX en la Campaña 2014/2015.
c) Que de manera literal, la certificación emitida por la consejería de Agricultura señala que consta en sus registros dos declaraciones de producción de vino correspondiente al año 2014 que incluyen la  declaración de cosecha de uva del viticultor XXXXX, con NIF nº XXXXX, correspondiendo a las siguientes bodegas: i) Bodegas XXXXX en sus instalaciones de XXXXXX en la que figuran entregas de uva por un total de 23.820 kgs; y ii) Bodega XXXXXen sus instalaciones de XXXXXX en la que figuran entregas de uva por un total de 10.760 kgs.

Así, es doctrina reiterada en numerosos laudos dictados por este mismo órgano arbitral sobre la Sociedad Cooperativa, que por su propia naturaleza y principios que la informan, le son de aplicación diferentes criterios a los que se someten las sociedades de naturaleza mercantil:

"Originalmente se configuró su contenido como primer principio cooperativo de <Libre adhesión y libre retiro>, que en la nueva redacción dada por la Alianza Cooperativa Internacional (ACI) en el año 1995, ha pasado a denominarse de “Adhesión voluntaria y abierta”.

El contenido de este primer principio se resume por el movimiento cooperativo 
como la no existencia de ninguna razón discriminatoria que impida entrar o que 
provoque la salida de alguien de una cooperativa. Como bien dice este Principio 
sólo se exigen dos requisitos a la hora de entrar en una cooperativa: 

a) Por un lado: ser capaz de utilizar sus servicios, porque la esencia de la cooperativa como empresa es satisfacer unas necesidades. No se puede formar parte de una cooperativa aportando un capital con el único objetivo de multiplicarlo sin preocuparse por más, como ocurre en las empresas mercantiles.
b) Por el otro: aceptar las responsabilidades de la condición de socio. El valor de la autorresponsabilidad se refleja en el primer principio. Todo el mundo que entra en una cooperativa tiene que asumir el proyecto como suyo, con las responsabilidades que correspondan.
El artículo 1.3 de la derogada Ley de 2002 establecía que las cooperativas de Castilla-La Mancha deberían ajustarse “en su estructura y funcionamiento a los principios formulados por la Alianza Cooperativa Internacional”, que actúan a semejanza de los principios generales del derecho, reconocidos como fuente del ordenamiento jurídico español en el artículo 1 del Código Civil, que se ve reproducido en similares términos en el vigente artículo 2.2 de la Ley 11/2010, de 4 de noviembre.
Esos mismos principios, en concreto el tercero “Participación económica de los asociados”, supone para los socios que deben contribuir equitativamente al capital de sus cooperativas y que lo gestionan de forma democrática, siendo al menos parte de ese capital propiedad común de la cooperativa, asumiendo también esas obligaciones de forma equitativa. 

El proyecto en común que supone una sociedad cooperativa debe tener una viabilidad económica y de rentabilidad a largo plazo, tanto en la cantidad de producto que gestiona la entidad como en unos ingresos que hagan posible hacer frente a las responsabilidades ante los socios y frente a los terceros con quienes la cooperativa junto con sus socios libremente ha contraído."
A ese punto de inicio ya desarrollado, hay que adicionar el tercer principio ya citado de "Participación económica de los miembros", que se concreta en que los miembros contribuyen equitativamente a la constitución del capital de su cooperativa y lo gestionan democráticamente, que en nuestra normativa regional se traduce en el artículo 35.2 de la Ley 11/2010, cuando  señala como derecho de los socios: " Con carácter general, todos los socios ostentan en condiciones de igualdad los mismos derechos económicos y políticos."

No puede ser admitido, como parece deducirse en este procedimiento estemos ante una mera y simple relación contractual entre la Cooperativa y terceros ajenos, sino que esa relación societaria - con su doble vertiente de derechos y deberes -, entre la cooperativa y sus socios debe estar presidida por la buena fe en los términos del artículo 7.1 del Código Civil "Los derechos deberán ejercitarse conforme a las exigencias de la buena fe."; y en forma alguna, amparar el abuso de derecho.
Por lo expuesto sólo cabe concluir la desestimación íntegra de la demanda interpuesta por la ex socia, dado que ha quedado perfectamente acreditada la existencia de producción suficiente de uva de la actora, y dicha conclusión deriva: i) de que los daños sufridos en diversas parcelas por pedrisco - según las propias actas de XXXXX incluidas en la demanda -, en ningún caso llegaron al 100%, y ii) que la demandante  aportó en esa Campaña 2014/2015 a bodegas distintas a la cooperativa XXXX, de la que era socia de pleno derecho en esa fecha, un total de 34.580 kgs., cantidad muy superior a los 25.000 kgs del envase comprometido con ésta y que no había aportado a la cooperativa ni total ni parcialmente, en evidente incumplimiento de sus obligaciones como socia de la entidad, situación de la que era plenamente consciente y conocedora XXXXX.
SEXTO.-  Sobre las costas del procedimiento arbitral.

En virtud de lo establecido en el artículo 4 del Reglamento de los procedimientos de arbitraje, se señala como uno de los principios rectores el de gratuidad para las partes en lo que se refiere a los honorarios del Árbitro, debiendo satisfacer cada parte los gastos efectuados a su instancia y los que sean comunes por mitad, salvo que las partes acuerden otra forma de reparto. Finalmente, para la sustanciación del presente procedimiento, el Árbitro no ha incurrido en gastos ajenos a la propia actuación arbitral.
A la vista de los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho expuestos, procede dictar, en Equidad, el siguiente

LAUDO

PRIMERO.-   Se acuerda declarar por este Árbitro la desestimación íntegra de la demanda de arbitraje de fecha veintitrés de noviembre de dos mil dieciséis, interpuesta por XXXX, por la que expresamente se solicitaba de este órgano arbitral la declaración de nulidad y que dejara sin efecto el acuerdo de la Asamblea General de fecha 31 de Marzo de 2016, por el que se desestimó el recurso interpuesto por la actora contra la sanción pecuniaria, derivada del expediente sancionador nº XXXX seguido contra la misma por un importe de MIL DOSCIENTOS UN EUROS (1.201,00 €), cuyo contenido y tramitación se consideran plenamente ajustados a Derecho.
SEGUNDO.-   El presente arbitraje es gratuito para ambas partes, en lo que a honorarios y gastos del Árbitro se refiere. Con relación a los honorarios de letrados u otros profesionales que pudieran actuar en el procedimiento, deberán satisfacerse a su instancia por cada parte.


El Laudo arbitral podrá presentarse para su protocolización notarial en los plazos y con los requisitos establecidos en el artículo 31 del Reglamento.


Este Laudo, firmado por el Árbitro, será notificado a ambas partes a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, de conformidad con el artículo 29 del Reglamento y contra el mismo cabe interponer la  acción de anulación, según lo previsto en el artículo 32 del Reglamento, que se remite en esta materia a lo establecido en el artículo 40 y siguientes de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, siendo el tribunal competente para conocer de la misma la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha.


Todo lo anterior, sin renuncia del derecho que a las partes les asiste de solicitar la corrección, aclaración y complemento del presente Laudo, al amparo del artículo 30 del Reglamento.

TERCERO.-   Los laudos arbitrales tendrán eficacia desde su notificación a las partes en el procedimiento y cabrá, en su caso, la  ejecución forzosa  de la presente resolución, a tenor de lo establecido en el Título VIII de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.


Se estará en materia de competencia para la determinación de los Tribunales competentes para las funciones de apoyo y control del arbitraje a lo establecido en el artículo 8 de la Ley arbitral, en la redacción dada por la Ley 11/2011.
Este es el Laudo que pronuncio, mando y firmo en Cuenca, a diecisiete de abril dos mil diecisiete.
Fdo.: Justo Juan Pliego Romero

EL ÁRBITRO
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